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I. COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

A. DISPOSICIONES GENERALES

PRESIDENCIA

LEY 2/2017, de 4 de julio, de Medidas Tributarias y Administrativas.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de Castilla y León han aprobado y 
yo en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 25.5 del Estatuto 
de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente

LEY

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Los objetivos de los Presupuestos Generales de la Comunidad de Castilla y León 
para 2017 exigen que se adopten determinadas medidas de carácter normativo con rango 
de ley y que no deben integrarse en las leyes anuales de presupuestos generales.

Desde esta perspectiva, y con la finalidad de contribuir a una mayor eficacia y 
eficiencia de los objetivos presupuestarios para el año 2017, la presente ley contiene un 
conjunto de medidas de naturaleza tributaria, que afectan a los ingresos de la Comunidad, 
y de naturaleza organizativa de los diferentes ámbitos de actuación de la Comunidad de 
Castilla y León.

La ley se estructura en tres capítulos en que está organizado su texto, y contiene 
una disposición adicional, cuatro disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y 
veinticuatro disposiciones finales.

I. El capítulo I contempla las modificaciones del texto refundido de las disposiciones 
legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos, 
aprobado por el Decreto Legislativo 1/2013, de 12 de septiembre. La sección 1.ª recoge 
las modificaciones en materia de tributos cedidos por el Estado y la sección 2.ª las 
modificaciones en materia de impuestos propios.

En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se introduce una nueva 
deducción autonómica en materia de vivienda con el objetivo de promover la puesta en el 
mercado de viviendas en núcleos rurales para lo cual se bonifica en la cuota autonómica 
la rehabilitación de edificaciones que se destinen al alquiler. La deducción aplicable es 
del 15% y el importe máximo de la inversión es de 20.000 euros. La nueva deducción 
autonómica, al igual que otras deducciones autonómicas, no está sometida al límite de 
renta previsto en el apartado 1 del artículo 10 del texto refundido.

Asimismo, se equipara a este régimen el de la deducción autonómica por inversiones 
en vivienda habitual.
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En la deducción autonómica para el fomento del emprendimiento se amplían los 
límites mínimo y máximo de capital social y el concepto de creación de empleo para incluir 
a los autónomos económicamente dependientes de la sociedad en la que se invierte y a 
los trabajadores por cuenta propia que tengan el carácter de familiares colaboradores de 
titulares de acciones o participaciones.

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se incrementa la deducción 
variable que pueden aplicarse los descendientes y adoptados, cónyuges, ascendientes y 
adoptantes en las adquisiciones mortis causa.

En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
se equiparan las condiciones de localización de la vivienda para la aplicación de los tipos 
reducidos a las establecidas para las deducciones autonómicas en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.

Por otro lado, se aclara la aplicación de los tipos reducidos en la modalidad de actos 
jurídicos documentados.

En relación con la tributación sobre el juego, se mantienen los beneficios fiscales 
establecidos para el año 2016 vinculados al mantenimiento y creación de empleo en 
las empresas del sector y se incorpora la aplicación adicional de un tipo impositivo del 
1% a las adquisiciones de cartones de los tipos especiales de bingo, hasta un límite de  
400.000 euros de valor facial.

La sección 2.ª, relativa a los impuesto propios, establece una exención para las 
instalaciones y demás elementos patrimoniales afectos durante los cinco primeros años 
naturales desde su puesta en funcionamiento a partir del 1 de enero de 2017 en el 
Impuesto sobre la Afección Medioambiental de Determinadas Instalaciones de Producción 
y Transporte de Energía con el objeto de fomentar los proyectos situados en Castilla  
y León.

II. El capítulo II comprende determinadas modificaciones de la Ley 12/2001, de 20 de 
diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y León.

La modificación de la tasa en materia de servicios de comunicación audiovisual está 
justificada en la entrada en vigor del Decreto 59/2015, de 17 de septiembre, por el que se 
regulan los servicios de comunicación audiovisual en la Comunidad de Castilla y León; esta 
circunstancia requiere que se modifique el hecho imponible y se actualice la denominación 
del registro público en el que se inscriben las actividades.

La incorporación del registro vitícola y del registro de maquinaria agrícola en 
el registro de explotaciones agrarias de Castilla y León determina la gratuidad de las 
inscripciones. La modificación de la tasa por actuaciones administrativas relativas a 
actividades agrarias responde a la necesidad de adecuar su regulación a la normativa 
vigente en esta materia.

En la tasa por inspecciones y controles sanitarios de animales y sus productos, 
se redefinen las deducciones con el objetivo de fomentar el apoyo al control oficial y de 
establecer un máximo común de deducción para todas las especies, de forma similar a la 
normativa de otras Comunidades Autónomas.
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En materia de tasas por expedición de títulos y certificaciones académicas y por 
la realización de pruebas en el ámbito de las enseñanzas no universitarias, se elimina 
el requisito de la capacidad económica de la unidad familiar para la aplicación de las 
exenciones y bonificaciones en el supuesto de las familias numerosas.

En materia de tasas de industria y de minas, las modificaciones responden a 
razones técnicas de definición de las actividades administrativas, incluidas en los hechos 
imponibles.

Se establece, en la tasa por prestación de servicios veterinarios, una exención 
temporal para la expedición de la documentación necesaria para el transporte y circulación 
de animales de la especie bovina procedentes de explotaciones con orientación láctea y 
de las especies ovina y caprina procedentes de explotaciones con orientación láctea o 
cárnica.

Por último, se establece una bonificación del 100% en la cuota tributaria de 
determinadas tasas para el ejercicio 2018 con objeto de apoyar al sector agrícola y ganadero 
de la Comunidad ante los graves daños sufridos por las inclemencias meteorológicas.

III. El capítulo III recoge las modificaciones de determinadas leyes, en el ejercicio de 
las competencias de la Comunidad de Castilla y León, con el objetivo de adaptarlas a la 
legislación básica en materia de procedimiento administrativo común y de régimen jurídico 
del sector público.

La nueva regulación básica del procedimiento administrativo común, en particular 
del procedimiento sancionador, y de los principios de la potestad sancionadora justifican la 
modificación de determinadas leyes en los sectores agrícola, ganadero, agroalimentario, 
caza, espectáculos públicos y actividades recreativas, protección ciudadana, carreteras, 
montes, contaminación lumínica, pesca y protección del medio ambiente.

Las principales modificaciones consisten en acomodar la legislación autonómica 
a la legislación estatal básica en los aspectos relativos al procedimiento sancionador, a 
los sujetos responsables y a la tipificación, graduación y prescripción de las infracciones 
administrativas y sanciones administrativas.

A ello responden las modificaciones de las Leyes 6/1994, de 19 de mayo, de Sanidad 
Animal de Castilla y León; 4/1996, de 12 de julio, de Caza de Castilla y León; 5/1997, de  
24 de abril, de protección de animales de compañía; 8/2005, de 10 de junio, de la Viña y del 
Vino de Castilla y León; 7/2006, de 2 de octubre, de espectáculos públicos y actividades 
recreativas de la Comunidad de Castilla y León; 4/2007, de 28 de marzo, de Protección 
Ciudadana de Castilla y León; 10/2008, de 9 de diciembre, de Carreteras de Castilla y 
León; 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León; 15/2010, de 10 de diciembre, 
de Prevención de la Contaminación Lumínica y del Fomento del Ahorro y Eficiencia 
Energéticos Derivados de Instalaciones de Iluminación; 9/2013, de 3 de diciembre, de 
Pesca de Castilla y León; 1/2014, de 19 de marzo, Agraria de Castilla y León; 4/2015, 
de 24 de marzo, del Patrimonio Natural de Castilla y León y texto refundido de la Ley de 
Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2015, de 
12 de noviembre.

De igual forma, la legislación en materia de prevención ambiental y la de montes 
se modifican con el objeto de su adecuación a la regulación básica del procedimiento 
administrativo común, en particular, el régimen jurídico de las declaraciones responsables 
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y comunicaciones, la emisión de informes y la eliminación de las reclamaciones previas a 
la vía civil.

Se incorpora un nuevo supuesto de actos administrativos que agotan la vía 
administrativa: las resoluciones sancionadoras de carácter exclusivamente pecuniario 
que, de conformidad con la normativa del procedimiento administrativo común, 
apliquen reducciones en sus importes como consecuencia del reconocimiento de su 
responsabilidad por el presunto infractor, por el pago voluntario anterior a la resolución, o 
por ambas circunstancias, con el objeto de permitir el acceso a la jurisdicción contencioso-
administrativa.

Por otro lado, se modifica el procedimiento de tramitación de los anteproyectos de 
ley y del resto de disposiciones de carácter general con el objeto de adecuar su regulación 
a la legislación básica en materia de procedimiento administrativo común. Como novedad, 
se incorpora la tramitación urgente que requiere la adopción de un acuerdo motivado 
de las razones que concurran. La tramitación urgente supondrá una reducción de los 
plazos previstos.

Asimismo, se modifican determinados aspectos de la legislación autonómica en 
materia de relaciones de los ciudadanos con la Administración de la Comunidad de Castilla 
y León.

IV. La disposición adicional contempla el proceso de extinción de la empresa pública 
«Castilla y León Sociedad Patrimonial, S.A.U.» que se realizará mediante el cambio de 
titularidad de las participaciones en el capital social de la empresa pública «Castilla y 
León Sociedad Patrimonial, S.A.U.» y la posterior adquisición de su patrimonio global de 
conformidad con los procedimientos legalmente previstos.

V. Las disposiciones transitorias disponen la aplicación de las modificaciones en 
materia del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de la Tasa Fiscal sobre el 
juego a los hechos imponibles a partir del 1 de enero de 2017 y la pervivencia temporal de 
determinadas normas para regular situaciones jurídicas posteriores a la entrada en vigor 
de la presente ley con el fin de facilitar la aplicación definitiva.

VI. La disposición derogatoria contiene la relación de preceptos vigentes que quedan 
derogados por la presente ley y la cláusula genérica de derogación.

VII. Las disposiciones finales incluyen determinadas modificaciones parciales de la 
legislación autonómica.

La modificación de la Ley 3/1987, de 30 de marzo, Electoral de Castilla y León da 
cumplimiento a la Proposición No de Ley 289, aprobada por la Comisión de la Presidencia 
de las Cortes de Castilla y León el 22 de febrero de 2016.

La modificación de las Leyes 9/1989, de 30 de noviembre, de Bibliotecas de Castilla 
León y 6/1991, de 19 de abril, de Archivos y Patrimonio Documental de Castilla y León 
obedece a la necesidad de su adecuación a la regulación actual en materia de organización 
administrativa, lo que permitirá adaptar la estructura administrativa de las bibliotecas y 
archivos a las necesidades de una organización administrativa moderna, orientada a 
prestar un mejor servicio a los ciudadanos.
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La modificación de la Ley 1/1995, de 6 de abril, de Cámaras Agrarias de Castilla 
y León permite que, tras el proceso efectuado de acuerdo con el Decreto 30/2016, 
de 1 de septiembre, sobre el procedimiento de evaluación de la representatividad 
de las organizaciones profesionales agrarias en la Comunidad de Castilla y León, las 
organizaciones profesionales agrarias que hayan alcanzado la condición de más 
representativas a nivel provincial designen quienes serán sus representantes en el pleno 
y en la comisión delegada de cada cámara agraria a nivel provincial.

Los parques tecnológicos constituyen un factor esencial en el desarrollo de la 
economía regional al reforzar la dinámica empresarial y el tejido productivo, mediante 
la potenciación de la oferta tecnológica y los servicios a empresas, que contribuyan a la 
generación de valor añadido, en la medida que se configuran como infraestructuras de 
soporte adecuadas para la implantación de empresas de alto contenido tecnológico para 
la realización de proyectos de inversión con un alto contenido en I+D, en conocimiento y en 
capital humano especializado y cualificado. El funcionamiento y la gestión de los parques 
tecnológicos, una vez desarrollados urbanísticamente, hace necesario que se permita a la 
entidad promotora formalizar los correspondientes convenios con los Ayuntamientos para 
facilitar la gestión de la conservación y mantenimiento de la urbanización. Para ello se 
incorpora una nueva disposición adicional en la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo 
de Castilla y León.

Se modifica el apartado 5 del artículo 13 de la Ley 13/2001, de 20 de diciembre, de 
Ordenación Farmacéutica de la Comunidad de Castilla y León para acompasar la obligación 
de disponer de un farmacéutico adjunto a la modificación que se está produciendo en la 
edad para acceder a la pensión por jubilación en el régimen general de la Seguridad 
Social.

El cumplimiento del Programa de Desarrollo Rural de Castilla y León 2014-2020, 
según la normativa europea, y la correlativa planificación de las actuaciones a realizar en 
los próximos años determinan que se modifique el régimen de atribuciones y competencias 
del Instituto Tecnológico Agrario de Castilla y León.

Se modifica el artículo 32 de la Ley 15/2002, de 28 de noviembre, de Transporte 
Urbano y Metropolitano de Castilla y León para suprimir la regla general que limitaba 
el número de plazas de los automóviles de turismo autorizados a prestar servicios de 
transporte.

La Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las 
entidades aseguradoras y reaseguradoras, en su disposición adicional segunda, prevé 
que se podrá exigir a quienes ejerzan determinadas actividades que presenten un riesgo 
directo y concreto para la salud o para la seguridad de las personas, incluida la seguridad 
financiera, la suscripción de un seguro u otra garantía equivalente que cubra los daños 
y perjuicios que puedan provocar y de los que sean responsables. La garantía exigida 
deberá ser proporcionada a la naturaleza y alcance del riesgo cubierto. La obligación de 
suscripción de seguros deberá establecerse mediante normas con rango de Ley.

Si bien la cobertura legal de la suscripción de este seguro en la organización de 
competiciones deportivas no oficiales ha de entenderse incluida en la Ley 7/2006, de 2 de 
octubre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de la Comunidad de Castilla y 
León, se modifica la Ley 2/2003, de 28 de marzo, del Deporte de Castilla y León para incluir, 
por razones de seguridad jurídica, dentro de las medidas de protección del deportista, el 
seguro obligatorio para el organizador de competiciones deportivas no oficiales.
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Por otro lado, se equipara el régimen de autonomía de las Federaciones Deportivas 
de Castilla y León en materia de disciplina deportiva al de la Federación Española y al de 
otras federaciones deportivas autonómicas.

El ejercicio de la inspección y de la potestad sancionadora por la Administración de 
la Comunidad de Castilla y León en relación con las universidades y centros universitarios 
que desarrollen su actividad en el territorio de Castilla y León constituye un instrumento 
que justifica la incorporación de un nuevo título, relativo a la inspección y al régimen 
sancionador en materia universitaria, en la Ley 3/2003, de 28 de marzo, de Universidades 
de Castilla y León.

Se modifican determinados aspectos de la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función 
Pública de Castilla y León y de la Ley 2/2007, de 7 de marzo, del Estatuto Jurídico del 
Personal Estatutario del Servicio de Salud de Castilla y León.

Se modifican distintos aspectos de la Ley 8/2005, de 10 de junio, de la Viña y 
del Vino de Castilla y León para, entre otras cuestiones, cohonestar su contenido a lo 
dispuesto en la Ley 1/2014, de 19 de marzo, Agraria de Castilla y León y con el Reglamento  
UE 2017/625, de 15 de marzo, y para completar el régimen de infracciones previsto en la 
misma.

Se incorporan tres nuevos regímenes especiales dentro de las subvenciones 
reguladas en la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de Medidas Financieras en las que la 
concesión de la subvención no se realiza en régimen de concurrencia competitiva, es decir, 
al mismo tiempo y previa comparación de todas las solicitudes presentadas, sino que resulta 
preciso, en atención al hecho subvencionable, que la concesión se efectúe individualmente 
y únicamente previa comprobación del cumplimiento de los requisitos previstos en las 
bases reguladoras. Los nuevos regímenes se refieren a determinadas subvenciones en 
materia de servicios sociales, en materia de fomento de vehículos de energía eléctrica y en 
materia de promoción comercial. Por otro lado, dentro de las subvenciones para promover 
las políticas activas de empleo, se introduce, como actividad subvencionable, el personal 
de apoyo a los trabajadores en exclusión o en riesgo de exclusión social.

La Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad 
de Castilla y León se modifica con un doble objetivo: por un lado, compatibilizar el ámbito 
subjetivo de los presupuestos generales de la Comunidad con el ámbito subjetivo de la 
Cuenta General de la Comunidad y, por otro, definir las actuaciones administrativas que 
han de realizarse en los supuestos de revisión de oficio de los actos de concesión de las 
subvenciones, como consecuencia de los informes emitidos por la Intervención General 
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, de acuerdo con los criterios 
fijados en diversas resoluciones judiciales.

Se modifica la Ley 12/2006, de 26 de octubre, de creación de la empresa pública 
Sociedad Pública de Infraestructuras y Medio Ambiente de Castilla y León para incorporar 
representantes de los entes locales en su consejo de administración.

Por otro lado, la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de la Comunidad 
de Castilla y León se modifica para adaptar determinados aspectos a las últimas 
modificaciones de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y a la 
legislación en materia de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.
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La adjudicación del aprovechamiento de los pastos sobrantes en los montes de 
utilidad pública está excluida del régimen previsto en la Ley 1/2014, de 19 de marzo, 
Agraria de Castilla y León. La modificación de la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de 
Castilla y León tiene por objetivo regular expresamente, de forma análoga al régimen de 
aprovechamiento previsto en la Ley 1/2014, de 19 de marzo, los criterios de adjudicación y 
prioridad del aprovechamiento de los pastos sobrantes en los montes catalogados.

La modificación de la Ley 8/2010, de 30 de agosto, de Ordenación del Sistema de 
Salud de Castilla y León, pretende dotar de seguridad jurídica la vinculación a la Red 
Asistencial Sanitaria de Utilización Pública, ajustándose a los principios de la Directiva 
2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre 
contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE y a la jurisprudencia 
del Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea, contenida, entre otras, en la 
Sentencia de 28 de enero de 2016 (EU:C:2016:56) y Sentencia de 11 de diciembre  
de 2014 (EU:C:2014: 2440), principalmente porque esta vinculación supone la financiación 
por parte de la administración, de la actividad de los centros y/o servicios de titularidad 
privada cuando satisfacen regularmente las necesidades de los usuarios del sistema 
y en consecuencia, no recibe contraprestación, sin perjuicio de que la financiación de 
la actividad sanitaria realizada en el seno del Sistema Público garantice su indemnidad 
patrimonial, sin incluir beneficio industrial alguno, en el marco de una eficiente asignación 
de los recursos públicos.

Así, por una parte, se establecen como requisitos para la vinculación que los centros 
y servicios sanitarios sean de titularidad de entidades privadas sin ánimo de lucro, que 
estén radicados en el territorio de la Comunidad Autónoma y que estén autorizados y 
registrados en el Registro Autonómico de Centros, Servicios y Establecimientos Sanitarios 
y por otra parte, se regula el instrumento de vinculación, mediante su financiación a través 
de una aportación económica que realizará la administración por mandato legal, mediante la 
suscripción de un convenio especial por el que se articule un contrato programa que recoja 
de manera conjunta la financiación con recursos públicos y su control, el establecimiento 
de objetivos en el marco de una programación plurianual, la determinación de todos 
los medios necesarios para alcanzarlos, así como los indicadores adecuados para el 
seguimiento y evaluación de los resultados conseguidos.

Se modifica la denominación de la actual Agencia de Innovación, Financiación e 
Internacionalización Empresarial de Castilla y León por la de Instituto para la Competitividad 
Empresarial de Castilla y León en atención al ámbito de actuación asumido por el ente 
público de derecho privado. Asimismo, se efectúan determinadas modificaciones que 
afectan a los órganos de gobierno y al régimen patrimonial, en este último caso con pleno 
respeto a los principios de transparencia, objetividad y concurrencia.

Se modifica la Ley 1/2014, de 19 de marzo, Agraria de Castilla y León para 
complementar el régimen de infracciones en ella previsto.

En materia de horarios comerciales, la modificación reconoce las tradiciones 
comerciales históricas de los municipios de Castilla y León en la determinación del 
calendario de días de apertura al público, que atiende de forma prioritaria al atractivo 
comercial de esos días, y que sirve de medio impulsor de la economía regional.

Por otro lado, se establece un importe mínimo en la multa que se puede imponer por 
la comisión de infracciones leves en materia de consumidores y usuarios.
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Finalmente, la ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial de Castilla y León».
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Décima.– Modificación de la Ley 3/2003, de 28 de marzo, de Universidades de 
Castilla y León.

1. Se modifica el apartado 1 del artículo 26 de la Ley 3/2003, de 28 de marzo, que 
queda redactado en los siguientes términos:

«1. La duración del mandato del Presidente del Consejo Social y del resto de sus 
miembros, será de cuatro años, pudiendo renovarse por períodos de la misma duración.»

2. Se incorpora un nuevo título VI en la Ley 3/2003, de 28 de marzo, con la siguiente 
redacción:

«TÍTULO VI

De la inspección y del régimen sancionador en materia universitaria

Capítulo I

De la inspección

Artículo 50. Competencia.

1. Sin perjuicio de la competencia de la alta inspección del Estado, corresponde 
a la consejería competente en materia de universidades, ejercer la inspección de las 
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universidades y centros universitarios que desarrollen su actividad en el ámbito territorial 
de la Comunidad de Castilla y León.

2. La consejería competente en materia de universidades ejercerá también la 
inspección de aquellas instituciones, empresas o centros no autorizados a impartir 
enseñanza universitaria y cuya actividad pueda ser constitutiva de alguna de las infracciones 
previstas en esta ley.

Artículo 51. Ejercicio de funciones de la inspección en materia universitaria.

Las funciones de inspección serán ejercidas por funcionarios de carrera pertenecientes 
al subgrupo A1 dependientes de la consejería competente en materia de universidades, 
habilitados para el ejercicio de las funciones de inspección por su titular, y por funcionarios 
de carrera del cuerpo de inspectores de educación. Tendrán a estos efectos la condición de 
autoridad pública, gozando de la protección reconocida a tal condición por el ordenamiento 
jurídico.

Artículo 52. Funciones de la inspección en materia universitaria.

El ejercicio de las funciones de inspección en materia universitaria comprenderá:

a) 	Velar por el cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás disposiciones 
vigentes que afecten al sistema universitario.

b) 	Aplicar los mecanismos establecidos por la consejería competente en materia de 
universidades conducentes a la supervisión y control periódico de las actuaciones 
en materia de enseñanza universitaria de los sujetos previstos en el artículo 50.

c) 	Emitir los informes técnicos que solicite la consejería y la dirección general 
competentes en materia de universidades.

d) 	Tramitar la documentación cumplimentada en el ejercicio de la función 
inspectora.

e) 	Cualesquiera otras que le sean establecidas legal o reglamentariamente.

Artículo 53. Atribuciones de los inspectores universitarios.

1. Para cumplir con las funciones recogidas en el artículo anterior, los inspectores del 
sistema universitario tendrán las siguientes atribuciones:

a) 	Conocer todas las actividades que se realizan en los centros universitarios, para 
lo que tendrán libre acceso a sus dependencias e instalaciones.

b) 	Recibir de los representantes de universidades, centros, instituciones, empresas, 
o, en su defecto, de su personal empleado toda la información y documentación 
requerida, así como libros y registros relacionados con su actividad para su 
examen y comprobación incluyendo la copia de esta documentación.

c) 	Elevar informes y levantar actas, por iniciativa propia o instancia de la 
administración educativa en materia de universidades.
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2. Como resultado de las funciones de inspección, podrá iniciarse el correspondiente 
procedimiento sancionador, los procedimientos de revocación del reconocimiento de los 
centros y enseñanzas afectados, del reconocimiento de la universidad, del inicio de actividad 
de la universidad, así como el ejercicio de otras actuaciones dirigidas al restablecimiento 
de la legalidad.

3. Las funciones de inspección podrán realizarse en uno o en varios actos, ya se 
trate de visitas, peticiones de informes o cualquier otra actividad de estudio o análisis que 
se reflejarán en las respectivas actas e informes de inspección.

Artículo 54. Informes y actas de inspección.

1. Al final de la visita de inspección se reflejarán los actos o hechos constatados 
en informe, o en un acta que tendrá presunción de veracidad, sin perjuicio de prueba en 
sentido contrario.

2. Levantada la correspondiente acta, será firmada por el funcionario que ha 
realizado la inspección y por la persona o personas presentes en ella en representación 
de la institución o empresa a quienes se entregará copia de la misma. Si se negasen a 
firmar el acta o a recibir su copia, el funcionario lo hará constar en el acta.

3. La firma del acta por los inspeccionados no implicará la aceptación de su 
contenido, salvo que así se reconozca expresamente por el propio interesado. En el 
acta el inspeccionado podrá manifestar su disconformidad con su contenido y exponer 
brevemente las causas de tal disconformidad.

Capítulo II

Del régimen sancionador

Artículo 55. Potestad sancionadora.

La potestad sancionadora se ejercerá de conformidad con lo previsto en la normativa 
básica estatal y la dictada en su desarrollo por la Comunidad de Castilla y León.

Artículo 56. Órganos competentes.

1. La competencia para incoar los procedimientos sancionadores por infracciones 
en materia universitaria corresponderá al titular de la dirección general competente en 
materia de universidades.

2. La función instructora será ejercida por aquellos funcionarios adscritos a la 
consejería competente en materia de universidades designados en el acuerdo de iniciación, 
y por funcionarios de carrera del cuerpo de inspectores de educación.

3. Son órganos competentes para resolver el procedimiento, y en su caso imponer 
la sanción:

a) 	El titular de la consejería competente en materia universitaria para las infracciones 
leves y graves.

b) 	La Junta de Castilla y León para las infracciones muy graves.
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Artículo 57. Infracciones.

1. Constituyen infracciones administrativas en materia universitaria las acciones y 
omisiones tipificadas en la presente ley. Las infracciones se clasifican en muy graves, 
graves y leves.

2. Tendrán la consideración de infracciones de carácter muy grave:

a) 	La impartición de enseñanzas universitarias oficiales sin la preceptiva 
autorización.

b) 	El inicio de actividades o su cese, por un centro o universidad sin haber obtenido 
previamente la autorización administrativa pertinente.

c) 	El incumplimiento por parte de la universidad o centros universitarios, 
posteriormente al inicio de sus actividades, de los requisitos exigidos por el 
ordenamiento jurídico en materia universitaria o de los compromisos adquiridos 
al solicitar su reconocimiento, o al solicitar la implantación de enseñanzas 
universitarias oficiales, en virtud de los cuales se concede la autorización.

d) 	La publicidad engañosa respecto a la existencia de autorización para la impartición 
de enseñanzas universitarias oficiales o a las condiciones de la misma.

e) 	La falta de veracidad en la documentación presentada que haya sido determinante 
en la concesión de la autorización.

f) 	El incumplimiento de los requisitos de calidad y de las normas vigentes referidas a 
las metodologías de modalidad no presencial para las enseñanzas universitarias 
oficiales.

3. Tendrán la consideración de infracciones de carácter grave:

a) 	El incumplimiento o extralimitación en las condiciones por las que se ha autorizado 
la implantación de las enseñanzas universitarias oficiales o la creación del 
centro.

b) 	La utilización indebida, en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, de las 
denominaciones reservadas legalmente a universidades, centros, titulaciones y 
enseñanzas, o el uso de denominaciones que induzcan a confusión con ellas.

c) 	No informar a los estudiantes que se matriculen en los centros docentes que 
impartan enseñanzas de acuerdo con sistemas educativos extranjeros de las 
enseñanzas y títulos a que pueden acceder y de sus efectos académicos.

d) 	El cambio en la titularidad de universidades, centros universitarios, entidades 
privadas promotoras de las Universidades privadas o centros universitarios 
adscritos a Universidades públicas, sin la comunicación previa requerida.

e) 	Impartir enseñanzas universitarias oficiales en instalaciones no autorizadas para 
ello.

f) 	La negativa, coacción, u obstaculización que llegue a impedir el ejercicio de las 
funciones inspectoras.

g) 	El incumplimiento de las condiciones del emplazamiento de las sedes e 
instalaciones determinadas en la autorización.
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4. Tendrán la consideración de infracciones de carácter leve:

a) 	La impartición de enseñanzas universitarias sin que se haya autorizado el 
comienzo de actividades, una vez que consten en el expediente todos los informes 
favorables y estando pendiente de publicación la correspondiente autorización.

b) 	La negativa, coacción, u obstaculización que dificulte el ejercicio de las funciones 
inspectoras.

c) 	Las actuaciones u omisiones que impliquen retraso no susceptible de calificarse 
como incumplimiento de las obligaciones y funciones establecidas por la normativa 
reguladora del sistema universitario.

d) 	El mantenimiento y conservación de las instalaciones y locales en estado 
deficiente cuando afecten negativamente al desarrollo de la docencia o de la 
investigación.

Artículo 58. Sanciones.

1. Las infracciones tipificadas en la presente ley serán sancionadas de la forma 
siguiente:

a) 	Las infracciones muy graves, con multa de 100.001 a 500.000 €.

b) 	Las infracciones graves, con multa de 30.001 a 100.000 €.

c) 	Las infracciones leves, con apercibimiento por escrito o multa desde 3.000 hasta 
30.000 €.

2. La comisión de las infracciones graves y muy graves podrán conllevar las siguientes 
sanciones accesorias:

a) 	El cierre total o parcial de las instalaciones durante un plazo máximo de cinco 
años.

b) 	La suspensión de la actividad cuando la infracción supusiera un notorio prejuicio 
para la educación superior o daños irreparables en el alumnado durante un plazo 
máximo de cinco años.

c) 	Pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones en materia universitaria de la 
Administración de Castilla y León en los términos previstos en la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones.

3. Excepcionalmente, y en caso de multas valorables económicamente, en las 
cuales la sanción fuera inferior al beneficio obtenido por el infractor como resultado de la 
infracción, estas podrán aumentarse hasta el límite del beneficio obtenido por el infractor.

4. Las sanciones que conllevaran una multa por cuantía igual o superior a 30.001 €, 
así como aquellas que supusieran las sanciones accesorias previstas en el apartado 2, se 
publicarán en el “Boletín Oficial de Castilla y León”.
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Artículo 59. Graduación de sanciones.

En la graduación de la sanción se tendrán en cuenta, además de los criterios 
establecidos en el apartado 3 del artículo 29 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, los siguientes:

a) 	Los perjuicios ocasionados al alumnado.

b) 	La naturaleza de la infracción y de la disposición infringida.

c) 	El beneficio ilícito obtenido.

d) 	La trascendencia social de la infracción.

e) 	El incumplimiento de los requerimientos efectuados por la administración.

f) 	Las repercusiones negativas que hubiera tenido para la educación superior.

Artículo 60. Prescripción de infracciones y sanciones.

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los tres 
años y las leves al año.

2. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los cinco años, las 
impuestas por faltas graves a los tres años y las impuestas por faltas leves al año.

Artículo 61. Plazo de caducidad del procedimiento sancionador.

El procedimiento sancionador deberá ser resuelto y notificarse la resolución que 
proceda al interesado, en el plazo máximo de un año, desde su iniciación, produciéndose 
la caducidad del mismo en la forma y modo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 62. Medidas provisionales.

Las medidas de carácter provisional que podrán adoptarse en la tramitación del 
procedimiento sancionador son las siguientes:

a) 	El cierre temporal del establecimiento donde se imparte docencia.

b) 	El cese del uso de denominaciones reservadas.

c) 	Aquellas otras previstas en el artículo 56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.»
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